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FUNDAMENTOS

Este  proyecto  de  ley  busca  introducir 
mejoras jurídicas al marco normativo del Código Procesal Penal 
de  Río  Negro,   aprobado  por  la  Ley  P  N°  5020  y  con  los 
alcances  que  dicha  ley  estableció  para  el  funcionamiento 
judicial en materia penal de la Provincia de Río Negro. La 
normativa  mencionada  se  creó  en  sintonía  con  nuestra 
Constitución Nacional e instauró un proceso penal acusatorio 
con participación ciudadana, que garantiza los derechos del 
imputado y el respeto al debido proceso.

 La implementación del mencionado Código 
Procesal Penal de Río Negro, resulta ser un gran desafío y su 
ejecución visibilizo cuestiones de la práctica procesal que no 
fueron contempladas, o debidamente expresadas a los fines de 
garantizar que la misma sea una herramienta ágil y precisa 
para los operadores de la justicia. El andamiaje de la reforma 
procesal  penal  muestra  en  su  cotidianeidad  desajustes  que 
deben ser puestos a consideración a los fines de realizar 
modificaciones normativas que respeten la estructura propuesta 
en  la  reforma  y  permitir  el  funcionamiento  del  sistema 
acusatorio  con  todo  su  potencial  para  brindar  un  mejor 
servicio de administración de justicia a los ciudadanos. 

Las modificaciones que se incorporan al 
presente proyecto se relacionan con 3 aspectos fundamentales. 

Agilizar el procedimiento respetando los 
principios procesales que deben orientar la actuación de los 
actores en el proceso penal. 

Simplificar  el  proceso  en  todo  lo  que 
resulta factible para la mejor eficacia del proceso. 

Incorporar  los  aspectos  que  en  la 
práctica  se  fueron  ajustando  para  el  mejor  desarrollo  del 
código. 

Para  lo  anteriormente  indicado,  se  ha 
ponderado  el  Principio  de  Economía  Procesal  en  el  Proceso 
Penal siendo la misma una directriz fundamental que busca la 
rapidez,  eficiencia  y  simplificación  del  procedimiento  se 
plantea impulsar que el pronunciamiento de sobreseimiento sea 
cuanto antes en el proceso, y se establece específicamente a 
partir  del  inicio  del  proceso  para  evitar  dilaciones 
innecesarias  cerrando  el  proceso  penal  de  forma  definitiva 
cuando no hay mérito. En la misma dirección, se procura la 
acumulación de procesos en una misma jurisdicción para que se 
resuelvan  juntas,  evitando  así  sentencias  contradictorias. 
Asimismo de la observación de la práctica judicial penal del 
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día  a  día,  surge  la  repetición  constante  y  uniforme  que 
ciertos  actos  de  la  oficina  judicial  se  incorporan  por 
escrito,  tales  como  el  sobreseimiento,  la  concesión  de 
suspensión de juicio a prueba y la sentencia condenatoria, sin 
perjuicio que el Juez explique oralmente y en audiencia su 
decisión, estas cuestiones deben quedaran plasmadas en la ley 
a los fines de dar certeza a los actos jurídicos.

En vistas al reguardo del principio de 
transparencia judicial, para garantizar que el funcionamiento 
del  sistema  de  justicia  sea  accesible,  comprensible  y 
controlable por el público, se establece en el proyecto que en 
las audiencias sin importar el formato en que se lleven a cabo 
sean presenciales o virtuales,  el público debe tener acceso a 
la misma, respetando los principios del juicio oral, entre los 
que se encuentra la publicidad, para garantizar la igualdad y 
evitar la sensación de secretismo.

Los  criterios  de  oportunidad  son 
facultades del Ministerio Público Fiscal para no iniciar o 
suspender  la  acción  penal,  incluso  si  hay  mérito  para 
perseguir  un  delito,  buscando  la  eficiencia  del  sistema 
judicial y soluciones alternativas al conflicto.  A sabiendas 
que  el  Ministerio  Público  Fiscal  debe  tomar  decisiones, 
racionalizar  recursos  y  evitar  procesos  innecesarios 
utilizando  herramientas,  se  introduce  un  nuevo  criterio  de 
oportunidad  basado  en  la  política  criminal  bajo  parámetros 
objetivos para decidir cómo y cuándo ejercer la acción penal, 
buscando  eficiencia  y  respetando  las  garantías,  aunque  con 
límites  y  bajo  la  supervisión  del  juez  para  las  medidas 
coercitivas, consolidando así su rol proactivo.  En la misma 
línea, se determina la aplicación del principio de oportunidad 
cuando sea anterior a la formulación de cargos, y no exista 
querellante que pretenda continuar con la conversión de la 
acción pública en privada, se podrá disponer el sobreseimiento 
cuando exista certeza negativa. 

El juicio por Jurados, es una garantía 
constitucional  que  le  permite  al  imputado  controlar  la 
decisión sobre los hechos porque participa directamente en la 
administración  de  justicia,  se  basa  en  la  participación 
ciudadana  y  ofrece  un  sistema  más  cercano  a  una  decisión 
justa, ya que los jurados legos valoran la prueba con sentido 
común,  no  con  tecnicismos  legales.  En  base  a  las 
consideraciones mencionadas, se establece que la defensa pueda 
cuestionar la pretensión punitiva y fundar su interés en que 
el  juicio  sea  celebrado  por  un  tribunal  de  jurados  o 
solicitarlo al juez y que el mismo lo declare de oficio.

Asimismo,  en  el  sistema  acusatorio 
vigente, el rol del Fiscal consiste en dejar de ser un mero 
investigador  para  convertirse  en  el  director  de  la 
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investigación, formulando la acusación y presentando el caso 
ante el juez, en consecuencia resulta imprescindible que en el 
código procesal penal se incorpore la  figura de reformulación 
de cargos, que es una figura procesal penal donde el fiscal, 
durante la investigación, modifica la calificación jurídica 
inicial  de  un  delito,  añadiendo  o  cambiando  imputaciones, 
basándose en nuevas pruebas para reflejar mejor los hechos 
probados  o  descubiertos,  antes  del  juicio  oral,  buscando 
eficiencia  y  protegiendo  derechos,  permitiendo  debatir 
pruebas,  medidas  coercitivas  y  la  acusación  final,  para 
ajustar  la  acusación,  fortalecer  la  misma  y  tener  mayor 
precisión jurídica para garantizar el debido proceso. 

Considerando  que  la  resolución  por 
procedimiento abreviado, es una de las más utilizadas en el 
proceso  penal  porque  simplifica  los  trámites,  acorta  los 
plazos  y  reduce  las  formalidades,  entendemos  que  se  debe 
incorporar la exigencia en la normativa que exista acuerdo 
pleno,  resaltando  que  el  pacto  debe  ser  total,  entre  el 
fiscal,  el  acusado,  su  defensor  y  la  víctima,  con 
reconocimiento del acusado de la participación en el hecho y 
aceptar  la  calificación  legal  y  la  pena  propuesta  por  la 
fiscalía. 

En definitiva, este proyecto deviene en 
la necesidad que surge del propio ejercicio de la profesión 
para darle el marco normativo a las prácticas procesales que 
se  efectúan  en  materia  penal,  estableciendo  conceptos  más 
precisos y procedimientos más ágiles para acercarnos a nivel 
institucional como profesional y lograr construir un sistema 
de  enjuiciamiento  más  efectivo  dando  herramientas  a  los 
actores  del  sistema  y  actualizando  las  disposiciones 
procesales en la lógica de un mejor funcionamiento.

Autor: César Rafael DOMINGUEZ.
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y

  

Artículo 1º.- Modifícase el artículo 18 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 18.– Varios  Procesos.  Cuando  existan  varios 
procesos  diseminados  en  distintas  circunscripciones 
judiciales  de  la  provincia  cuyo  resultado  influya 
directamente  en  el  proceso  al  imputado,  se  podrán 
acumular los legajos en una sola circunscripción, en la 
cual se encuentra el delito más grave o en el lugar del 
primer hecho, si son delitos del mismo tenor siempre y 
cuando  no  determine  un  grave  retardo  para  alguna  de 
ellas”. 

Artículo 2º.- Modifícase el artículo 39 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 39.– Denominación. Se denominará imputado a toda 
persona a quien, mediante denuncia, querella o cualquier 
acto del procedimiento del fiscal o de la policía, se 
señale como autor o partícipe de un delito, a través de 
un acto imputativo inicial del procedimiento”.

Artículo 3º.- Se incorpora como inciso 7) del artículo 40 de 
la ley P nº 5020 lo siguiente: 

“ Artículo 40.- Derechos del imputado. Inciso 7) A obtener 
un sobreseimiento definitivo, aún antes de la formulación 
de cargos, cuando haya certeza negativa de que el hecho 
no se cometió, de que el imputado no es autor o participe 
o si el hecho no se adecua a una figura legal, Si media 
una causa de justificación, inculpabilidad o ausencia de 
punibilidad”.

Artículo 4º.- Modificase el artículo 65 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 65.– Oralidad.  Todas  las  peticiones,  o 
planteos  de  las  partes  que  deban  ser  debatidas  se 
resolverán en audiencias orales y públicas salvo las que 
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sean  de  mero  trámite,  que  por  economía  procesal  las 
resuelve  la  oficina  judicial  por  escrito,  dicta  el 
sobreseimiento, la concesión de suspensión de juicio a 
prueba y la sentencia condenatoria, sin perjuicio que el 
Juez  explique  oralmente  y  en  audiencia  su  decisión. 
Deberá contarse con la asistencia ininterrumpida del juez 
y  de  todos  los  sujetos  procesales,  garantizando  los 
principios  de  oralidad,  contradicción,  publicidad, 
inmediación y simplicidad. El juez deberá sujetarse a lo 
que hayan discutido las partes”.

Artículo 5º.- Modifícase el artículo 72 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 72.– Modalidad.  Todas  las  personas  que 
participen en una audiencia se expresarán en forma oral. 
No  se  admitirá  la  lectura  de  escritos  o  declaraciones 
salvo la lectura parcial de notas o la utilización de 
medios gráficos para una mejor comprensión. El Superior 
tribunal de justicia, por vía acordada, podrá establecer 
los límites máximos de exposición de las partes”.

Artículo 6º.- Modifícase el artículo 73 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 73.– Publicidad.  Las  audiencias  serán  públicas 
se  realicen  en  forma  presencial,  virtual  o  mixta.  La 
realización  en  cualquiera  de  las  tres  modalidades 
mencionadas debe resguardar los principios esenciales del 
juicio oral, no obstante el juez o tribunal podrá decidir 
fundadamente que se realice total o parcialmente en forma 
privada cuando: 1) Se afecte directamente el pudor, la 
vida  privada  o  ello  implique  una  amenaza  para  la 
integridad  física  de  alguno  de  los  intervinientes.  2) 
Peligre  un  secreto  oficial,  profesional,  particular, 
comercial o industrial cuya revelación pueda causar un 
perjuicio grave. El Tribunal podrá imponer a las partes 
que intervinieren en el acto el deber de guardar secreto 
sobre los hechos que presenciaron o conocieron. No podrán 
ingresar  a  la  sala  de  audiencias  personas  que  se 
presenten  en  forma  incompatible  con  la  seguridad  y  el 
orden de la audiencia ni los menores de catorce (14) años 
de edad, salvo cuando sean acompañados por un mayor que 
responda por su conducta. Las audiencias serán públicas 
se realicen en forma presencial o remota, no obstante el 
juez o tribunal podrá decidir fundadamente que se realice 
total  o  parcialmente  en  forma  privada  cuando:  1)  Se 
afecte  directamente  el  pudor,  la  vida  privada  o  ello 
implique una amenaza para la integridad física de alguno 
de  los  intervinientes.  2)  Peligre  un  secreto  oficial, 
profesional,  particular,  comercial  o  industrial  cuya 
revelación pueda causar un perjuicio grave. El Tribunal 
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podrá imponer a las partes que intervinieren en el acto 
el  deber  de  guardar  secreto  sobre  los  hechos  que 
presenciaron o conocieron. No podrán ingresar a la sala 
de  audiencias  personas  que  se  presenten  en  forma 
incompatible con la seguridad y el orden de la audiencia 
ni los menores de catorce (14) años de edad, salvo cuando 
sean  acompañados  por  un  mayor  que  responda  por  su 
conducta”.

Artículo 7º.- Modifícase el artículo 92 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 92.– Inmunidades Constitucionales. Si se formula 
denuncia  o  querella  contra  un  legislador  u  otro 
funcionario  sujeto  a  juicio  político  o  jurado  de 
enjuiciamiento,  se  practicará  una  investigación  que  no 
vulnere su inmunidad. Cuando se formulare acusación, el 
fiscal que tiene la acción solicitará el desafuero ante 
quien corresponda, acompañando copia de las actuaciones y 
expresando  las  razones  que  lo  justifiquen.  Si  el 
legislador o funcionario ha sido detenido por habérselo 
sorprendido en flagrancia, el juez pondrá inmediatamente 
el  hecho  en  conocimiento  de  la  Legislatura  Provincial 
conforme  a  lo  previsto  en  la  Constitución.  Cuando  se 
proceda contra varios imputados y sólo alguno o algunos 
de  ellos  gocen  de  inmunidades  constitucionales,  el 
proceso podrá formarse y seguir con respecto a los otros. 
Si el desafuero es denegado se declarará que no se puede 
proceder y se suspenderá el proceso. De lo contrario se 
dispondrá su continuación. Sin perjuicio de lo dispuesto 
precedentemente el interesado tiene derecho a ejercer las 
facultades que le confiere la ley al imputado.

Artículo 8º.- Modifícase el artículo 96 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 96.– Criterios  de  oportunidad.  El  ministerio 
Publico fiscal podrá prescindir total o parcialmente del 
ejercicio de la acción penal o limitarla a alguna de las 
personas que intervinieron en el hecho, previo requerir 
la opinión de la víctima, en caso de que ésta sea habida, 
en los casos siguientes:

Cuando sea parte de la política criminal 
del Ministerio Publico basándose en razones de eficiencia 
y racionalidad.

Cuando se trate de un hecho insignificante 
o un hecho que no afecte gravemente el interés público.

Cuando  la  intervención  del  imputado  se 
estime  de  menor  relevancia,  excepto  que  la  acción 
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atribuida tenga prevista una sanción que exceda los seis 
(6) años de pena privativa de libertad. 

En los delitos culposos cuando el imputado 
haya sufrido a consecuencia del hecho un daño físico o 
moral grave que torne innecesaria y desproporcionada la 
aplicación de una pena. 

Cuando la pena que pueda imponerse por el 
hecho  de  cuya  persecución  se  prescinde,  carezca  de 
importancia en consideración a la pena ya impuesta o a la 
que puede esperarse por los restantes hechos. 

Cuando exista conciliación entre las partes 
o cuando se haya realizado una mediación penal exitosa 
que haya logrado poner fin al conflicto primario, siempre 
que no exista un interés público prevalente y se repare 
el daño en la medida de lo posible. Las partes podrán 
conciliar en todo delito de acción pública o dependiente 
de  instancia  privada,  cuya  pena  máxima  sea  de  hasta 
quince (15) años de prisión o reclusión, siempre que no 
se trate de un delito cometido con grave violencia física 
o  intimidación  sobre  las  personas,  y  que  la  o  las 
víctimas sean mayores de edad y consientan su aplicación. 

No  corresponderá  la  aplicación  de  un 
criterio de oportunidad en los casos de delitos dolosos 
cometidos por un funcionario público en el ejercicio de 
su cargo o por razón de él”.

Artículo 9º.- Modifícase el artículo 97 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 97.– Efectos.  La  decisión  que  prescinda  de  la 
persecución penal pública por aplicación de criterios de 
oportunidad,  determinará  que  el  juez,  siempre  que  se 
hubiese procedido a la imputación de una persona, declare 
extinguida la acción pública con relación al participante 
en cuyo favor se decide y se procederá al archivo o al 
sobreseimiento  según  corresponda.  Cuando  la  aplicación 
del  principio  de  oportunidad  sea  anterior  a  la 
formulación  de  cargos,  y  no  exista  querellante  que 
pretenda continuar con la conversión de la acción pública 
en privada, se podrá disponer el sobreseimiento cuando 
exista  certeza  negativa  sobre  la  existencia  de  los 
hechos,  sobre  la  participación  o  la  tipicidad,  de  lo 
contrario, se dispondrá el archivo”.

Artículo 10.- Modifícase el artículo 105 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 105.– Procedimiento de caso de Flagrancia. Habrá 
flagrancia si el autor del delito fuera sorprendido en el 
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momento de intentarlo, cometerlo, inmediatamente después, 
si  fuera  perseguido  o  tuviera  objetos  o  presentase 
rastros que permitieran sostener razonablemente que acaba 
de participar de un delito.

El procedimiento para casos de flagrancia 
que se establece en este Título es de aplicación a todos 
los hechos dolosos en los que se verificasen hechos en 
flagrancia y cuya pena máxima no supere los 15  años de 
prisión o tratándose de un concurso de delitos, ninguno 
de ellos supere dicho monto.

Las decisiones jurisdiccionales a las que 
se refiere el presente Título, se adoptarán en forma oral 
en audiencia pública y contradictoria, respetándose los 
principios  inmediación,  contradicción,  celeridad  y 
concentración. Las resoluciones se notificarán oralmente 
en la misma audiencia y las impugnaciones se interpondrán 
y concederán del mismo modo.

Al  momento  de  tomar  conocimiento  de  la 
aprehensión,  el  representante  del  MINISTERIO  PÚBLICO 
FISCAL  deberá  declarar,  de  corresponder,  el  caso  como 
flagrante, sometiéndolo al trámite establecido bajo este 
Título. El detenido será trasladado ante el juez a fin de 
participar de una audiencia oral inicial de flagrancia 
que  deberá  llevarse  a  cabo  dentro  de  las  VEINTICUATRO 
(24)  horas  desde  la  detención,  prorrogable  por  otras 
VEINTICUATRO  (24)  horas,  cuando  no  hubiere  podido 
realizarse por motivos de organización del tribunal, del 
fiscal  o  de  la  defensa,  o  cuando  el  imputado  lo 
solicitare para designar un defensor particular. A dicha 
audiencia deberán asistir el representante del MINISTERIO 
PÚBLICO FISCAL, el imputado y su defensor.

La víctima tiene derecho a asistir a todas 
las audiencias y deberá ser notificada de la realización 
de las mismas a fin de ser escuchada y eventualmente ser 
tenida por parte querellante. La víctima, con el control 
de la defensa, podrá solicitar declarar sin la presencia 
del imputado. En esta audiencia el juez deberá expedirse 
sobre la libertad o detención del imputado. La decisión 
será  notificada  a  las  partes  oralmente  en  la  misma 
audiencia.

Practicado por el juez el interrogatorio de 
identificación  previsto  en  el  artículo  66,  el 
representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL informará al 
imputado  el  hecho  que  se  le  atribuye  y  las  pruebas 
obrantes en su contra. El imputado o su defensor podrán 
objetar  fundadamente  la  aplicabilidad  del  procedimiento 
para  casos  de  flagrancia  cuando  consideren  que  no  se 
verifica  el  instituto  o  que  la  complejidad  de  la 
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investigación  no  hará  posible  la  aplicación  del 
procedimiento previsto en este Título. Dichas objeciones 
deberán ser resueltas por el juez en ese momento.

Esta decisión será impugnable y el recurso 
tendrá efecto devolutivo. La revisión será resuelta por 
un juez de revisión dentro de los TRES (3) días contados 
a partir de la fecha de recibido el expediente por la 
instancia de revisión. 

La  investigación  se  desarrollará  en  un 
plazo  de 30  días, prorrogable  por 30  días más  en los 
casos  en  los  cuales  sea  necesariamente  imprescindible 
para alguna de las partes. El imputado podrá mantenerse 
en prisión preventiva durante todo este plazo. 

La verificación de un caso de conexidad con 
otro hecho que no tramitase bajo esta modalidad no impide 
la aplicación o continuación del procedimiento para casos 
de  flagrancia,  siempre  y  cuando  sea  posible  la 
investigación  separada  de  los  hechos.  Caso  contrario, 
deberá desistirse del juzgamiento bajo este régimen.

Cumplido el plazo de la investigación, se 
presentará un escrito con el hecho, calificación, prueba 
a desarrollarse y pretensión punitiva. También se podrá 
solicitar la continuidad de la prisión preventiva.  La 
defensa,  notificada  del  escrito  tendrá  48  hs  para 
presentar su prueba. 

Dentro de los 3 días se procederá a fijar 
la audiencia de control de acusación. 

Fijación de fecha de debate. Dentro de un 
término  no  superior  los  diez  (10)  días  se  fijará  el 
debate, con la prueba a producirse. 

En  todos  los  casos  sometidos  al 
procedimiento  para  casos  de  flagrancia  cuya  pena  sea 
menor a doce (12) años, el juzgamiento lo realizará un 
único magistrado”.

Artículo 11.- Modifícase el artículo 117 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 117.– Medidas  Cautelares.  Sin  perjuicio  de  la 
aplicación  de  las  medidas  cautelares  enumeradas 
precedentemente, podrá, a petición de parte, ordenarse el 
embargo  preventivo,  la  inhibición  y  aquellas  medidas 
conducentes a evitar un perjuicio patrimonial o reparar 
el daño si el delito se consumó, a cumplir con la pena de 
multa  si  correspondiere  y  las  costas  judiciales, 
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ajustándose  el  trámite,  resolución  y  revisión  a  las 
normas que rigen la aplicación de las cautelares”.

Artículo 12º.- Modifícase el artículo 129 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ Artículo 129.– Control de la Decisión fiscal. Dentro del 
plazo de tres (3) días de notificada, la víctima podrá 
solicitar  al fiscal  del  caso  la  revisión  de  la 
desestimación, archivo o la aplicación de criterios de 
oportunidad.  El  archivo  será  revisable  por  un  fiscal 
superior que se determinará a través de los reglamentos y 
normativa del Ministerio Público Fiscal.

En el plazo de tres (3) días, si el fiscal 
superior  decidiera  que  debe  revocarse  la  decisión 
adoptada,  dispondrá  la  sustitución  del  fiscal  que 
intervenía en el caso y designará su sustituto para que 
continúe  la  investigación  conforme  a  los  parámetros 
fijados.

Cuando  el  fiscal  superior  confirmare  el 
archivo,  la  decisión  no  será  susceptible  de  revisión 
alguna.  En  estos  casos,  dentro  del  quinto  día  de 
notificada,  la  víctima  estará  habilitada  para 
constituirse  en  parte  si  aún  no  era  querellante, 
peticionar ante un juez la conversión de la acción penal 
pública en privada y continuar con el ejercicio de la 
acción penal en forma autónoma. El Juez podrá convertir 
la  acción  penal  pública  en  privada,  si  se  dan  los 
requisitos formales, si se observa que existen medidas 
para practicarse y si existe un grado de verosimilitud en 
los hechos planteados. La querella privada deberá cumplir 
con  todos  los  actos  procesales  exigidos  para  el 
ministerio público fiscal”.

 
Artículo 13.- Modifícase el artículo 130 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 130.– Formulación  y  Reformulación  de  Cargos. 
Cuando  el  fiscal  deba  formalizar  la  investigación 
preparatoria respecto de un imputado que no se encontrare 
detenido,  solicitará  al  juez  la  realización  de  una 
audiencia,  individualizando  al  imputado,  indicando  el 
hecho  que  se  le  atribuye,  la  fecha  y  lugar  de  su 
comisión,  su  calificación  jurídica,  el  grado  de 
participación si fuere posible, y la información en la 
que lo sustenta. A esta audiencia se citará al imputado, 
a su defensor y a las demás partes en el procedimiento. 
Si el imputado se encuentra detenido la formulación de 
cargos  se  hará  inmediatamente.  La  Fiscalía  podrá 
reformular  los  cargos  todas  las  veces  que  resulte 
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necesario,  en  función  del  efectivo  avance  de  la 
investigación”. 

Artículo 14.- Modifícase el artículo 150 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 150.– Anticipo  Jurisdiccional  de  prueba.  Las 
partes  podrán  solicitar  el  anticipo  jurisdiccional  de 
prueba únicamente en los siguientes casos:

1) Cuando se trate de una diligencia de prueba que 
deba  ser  considerada  de  naturaleza  no 
reproducible.

2) Cuando se trate de un testimonio que por razones 
excepcionales  y  debidamente  acreditadas  se 
considere  que  no  podrá  recibirse  durante  el 
juicio.

3) Cuando  el  imputado  esté  prófugo,  o  exista  un 
obstáculo fundado en un privilegio constitucional 
y  se  tema  que  el  transcurso  del  tiempo  pueda 
dificultar o impedir la conservación de la prueba.

4) Cuando  deba  recibirse  testimonio  de  víctimas  y 
testigos  menores  de  dieciséis  (16)  años,  o 
victimas  cuya  característica  particular  y 
excepcional con un informe fundado del CIF, deba 
tomarse con la modalidad de Cámara Gesell y con el 
auxilio  de  profesionales  especializados.  En  ese 
caso, previo a la iniciación del acto, el juez 
debe  hacer  saber  al  profesional  a  cargo  de  la 
entrevista  las  inquietudes  propuestas  por  las 
partes,  así  como  las  que  surgieren  durante  el 
transcurso del acto, las que deben ser canalizadas 
teniendo en cuenta las características del hecho y 
el estado emocional del menor.

Sin perjuicio de ello, se podrá prescindir de 
esta modalidad, previa opinión favorable de la Defensoría de 
Menores y del entrevistador interviniente, si hablamos de una 
víctima o testigo entre 16 a 18 años de las circunstancias del 
caso, no se advierte ningún riesgo para aquél.

El  juez  examinará  el  pedido  en  audiencia, 
admitiendo o rechazando la solicitud.

Todo anticipo probatorio deberá ser realizado 
frente  a  un  juez  y  quedar  registrado  en  soporte  de  video 
digital.  Todas  las  partes  tendrán  derecho  a  acceder  a  la 
videograbación  en  todo  momento,  siendo  responsables  por  su 
custodia”. 
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Artículo 15.- Se incorpora como inciso 2° del artículo 159 de 
la ley P nº 5020 lo siguiente: 

“Artículo 159.– Requerimiento de apertura a juicio. inciso 
2°  Los  hechos  incluidos  en  el  control  de  acusación 
deberán ser estrictamente los mismos que los contenidos 
en  la  formulación  de  cargos  o  en  su  eventual 
reformulación.  En  esta  etapa  no  podrán  introducirse 
modificaciones fácticas, bajo pena de nulidad”.

Artículo 16.- Modifícase el artículo 161 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 161.– Comunicación a la defensa. Dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas de recibida la acusación, la 
Oficina Judicial comunicará a la defensa las acusaciones 
presentadas. En el plazo de cinco (5) días la defensa 
deberá  poner  a  disposición  de  la  Oficina  Judicial  la 
lista  de  las  pruebas  que  ofrece  para  la  instancia  de 
juicio  oral  y  público,  en  las  mismas  condiciones 
requeridas para los acusadores.

La defensa podrá cuestionar la pretensión 
punitiva  formulada  por  el  Ministerio  Público  Fiscal 
exclusivamente  en  cuanto  a  la  competencia  que  dicha 
pretensión implique, pudiendo manifestar fundadamente su 
interés en que el juicio sea celebrado por un tribunal de 
jurados. En tal caso, deberá comunicarlo al juez dentro 
del plazo legal correspondiente”.

Artículo 17.- Modifícase el artículo 168 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 168.– Apertura a juicio. Si el juez dispone la 
apertura  a  juicio  resolverá  sobre  las  siguientes 
cuestiones: 

1) El  tribunal  competente  para  intervenir  en  el 
juicio oral. 

2) La acusación admitida. 

3) Los hechos que se dieron por acreditados en virtud 
de las convenciones probatorias.

4) Las pruebas que se admiten para su producción en 
el juicio. 

5) La  mención  de  las  pruebas  rechazadas  y  los 
fundamentos del rechazo. 
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6) Le  ordenará  a  la  Oficina  Judicial  que  fije  la 
fecha de audiencia de selección de jurados para 
constituir el tribunal de jurados.

Si el imputado hubiere manifestado expresa 
y  oportunamente  su  voluntad  de  ser  juzgada  por  el 
tribunal de jurados y el juez advierte que la pretensión 
punitiva  del  Ministerio  Público  Fiscal  se  encuentra 
orientada a eludir la competencia del juicio por jurados, 
podrá declarar la competencia para ser juzgada por dicho 
sistema.

El juez también ordenará la remisión a la 
Oficina  Judicial  del  auto  de  apertura  a  juicio  y  las 
evidencias y documentos admitidos. Las demás constancias 
que  las  partes  hubieren  acompañado  durante  el 
procedimiento les serán devueltas”.

Artículo 18.- Modifícase el artículo 200 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 200.- Instrucciones  para  deliberación  de 
jurados.  Las  partes  podrán  llevar  a  cabo  varias 
audiencias  antes,  durante  y  al  final  del  juicio  para 
preparar las instrucciones iniciales y finales. Una vez 
clausurado el juicio, el juez invitará a los jurados a 
retirarse de la sala y celebrará una audiencia con los 
abogados  de  las  partes  a  fin  de  que  presenten  sus 
propuestas para la elaboración de las instrucciones y sus 
propuestas  de  veredicto  por  el  delito  principal  o  los 
delitos  menores  incluidos.  Seguidamente,  decidirá  en 
forma  definitiva  cuáles  serán  las  instrucciones  a 
impartir  a  los  jurados  y  confeccionará  el  o  los 
formularios de veredicto, uno por cada hecho y por cada 
imputado,  con  las  distintas  propuestas.  Las  partes 
dejarán constancia de sus disidencias u oposiciones para 
el caso de interposición de recursos contra el fallo. Los 
abogados podrán anticipar sus propuestas de instrucciones 
presentándolas por escrito, entregando copia al Juez y 
los  abogados  de  las  demás  partes.  Esta  audiencia  será 
registrada íntegramente en sistema de video digital.

Artículo 19.- Modifícase el artículo 201 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ Artículo 201.– Explicación  de  las  instrucciones  y 
deliberación.  Cumplido  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior, el juez hará ingresar al jurado integrado por 
sus  titulares  y  suplentes  que  hubiese  sido  necesario 
incorporar, a los fines del artículo 192 a la sala de 
debate.
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Primero le explicará al jurado las normas 
que  rigen  la  deliberación,  le  entregará  una  copia  de 
ellas por escrito, les explicará cómo se llena el o los 
formularios  con  las  propuestas  de  veredicto,  y  les 
informará sobre su deber de pronunciar el veredicto en 
sesión secreta y continua. 

El Juez deberá ser simple y claro en las 
instrucciones,  evitar  reiteraciones  y  sin  perjuicio  de 
los tecnicismos necesarios, procurará un lenguaje que sea 
entendible para el jurado. 

Luego les impartirá las instrucciones. Les 
explicará la presunción de inocencia y que para declarar 
culpable a una persona se debe probar la existencia del 
hecho y su autoría más allá de toda duda razonable. Les 
hará saber que la acusación es quien tiene la carga de 
demostrar la culpabilidad del acusado, les explicará el 
alcance  constitucional  de  la  negativa  a  declarar  del 
acusado  y  que  solamente  podrán  considerar  la  prueba 
producida  en  el  juicio.  Les  explicará  el  derecho 
sustantivo aplicable al caso, el delito principal y los 
delitos  menores  incluidos  en  él,  las  causas  de 
justificación y análogas, si fueron objeto de debate y 
las cuestiones atinentes a la valoración de la prueba. El 
juez no podrá efectuar en las instrucciones un resumen 
del caso, ni valoraciones o alegaciones sobre los hechos, 
las  pruebas  o  la  credibilidad  de  las  declaraciones 
recibidas durante el juicio.

Los jurados pasarán a deliberar en sesión 
secreta y continua en la que únicamente deberá estar la 
totalidad  de  sus  miembros  titulares.  EL  inicio  de  la 
deliberación será inmediatamente después de otorgadas las 
instrucciones, salvo que por el horario y la extensión de 
la jornada devenga necesario posponer el inicio para el 
día siguiente. 

Está  vedado  el  ingreso  a  cualquier  otra 
persona, bajo pena de nulidad. Una vez que los jurados 
titulares  comenzaron  la  deliberación,  los  jurados 
suplentes  quedarán  desvinculados  del  juicio  y  podrán 
retirarse. La deliberación no podrá extenderse más de dos 
(2) días ni podrá suspenderse salvo enfermedad grave de 
alguno  de  los  jurados.  En  este  caso  la  suspensión  no 
podrá durar más de tres (3) días, luego de los cuales se 
deberá realizar el juicio nuevamente. La deliberación no 
podrá suspenderse salvo enfermedad grave de alguno de los 
jurados. En este caso la suspensión no podrá durar más de 
tres (3) días, luego de los cuales se deberá realizar el 
juicio nuevamente.
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Si durante la deliberación los integrantes 
del  jurado  tuviesen  dudas  sobre  el  alcance  de  las 
instrucciones, en cualquiera de sus aspectos, lo harán 
saber al juez por escrito y se repetirá el procedimiento 
previsto en el segundo párrafo del artículo anterior para 
su posterior aclaración.

Los  jurados  elegirán  su  presidente,  bajo 
cuya dirección analizarán los hechos. La votación será 
secreta”.

Artículo 20.- Modifícase el artículo 202 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 202.– Veredicto.  El  veredicto  deberá  versar, 
respecto  de  cada  hecho  y  cada  acusado,  sobre  las 
cuestiones siguientes:

1. Si está probado o no el hecho en que se sustenta 
la acusación.

2. Si es culpable o no culpable el acusado por el 
delito acusado o los delitos menores incluidos, o 
por razones de inimputabilidad.

Tanto  para  condenar  como  para  absolver, 
los  jurados  deberán  alcanzar  la  unanimidad.  Si  no  se 
pudiere alcanzar la unanimidad tras un plazo razonable de 
deliberación, el juez, previa consulta con las partes y 
si la fiscalía mantiene la acusación en todo o en parte, 
reconvocará al jurado a la sala y, previa consulta con su 
presidente,  instruirá  al  jurado  para  que  retornen  a 
deliberar con la consigna de que se aceptarán veredictos 
de culpabilidad o de no culpabilidad, o por razones de 
inimputabilidad, con diez (10) o más votos.

El juez podrá disponer cuartos intermedios 
razonables  a  los  fines  de  permitir  el  descanso  del 
jurado, garantizando en todo momento su incomunicación. 
Reanudado  el  cuarto  intermedio,  si  persistiere  el 
estancamiento  del  jurado  en  los  términos  legalmente 
previstos, la absolución será obligatoria”.

Artículo 21.- Modifícase el artículo 216 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 216.- Admisibilidad.  Durante  la  etapa 
preparatoria o en la etapa intermedia las partes podrán 
acordar exclusivamente sobre los hechos y la calificación 
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legal  y  solicitar  únicamente  un  juicio  sobre  la  pena. 
Esta petición se hará ante el Juez competente y contendrá 
la descripción del hecho acordado y el ofrecimiento de 
prueba  para  su  determinación.  El  juez  comprobará  en 
audiencia el cumplimiento de los requisitos formales y 
aceptará  o  rechazará  el  ofrecimiento  de  la  prueba 
relacionada con la pena. El juez absolverá o declarará 
culpable al imputado. Si condena se pronunciará sobre la 
prueba ofrecida y la pena que imponga no podrá superar la 
pedida por las acusaciones”.

Artículo 22.- Modifícase el artículo 240 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 240.– Resolución.  Cuando  la  revisión  de  la 
decisión sea una sentencia condenatoria o absolutoria, a 
excepción  de  los  procedimientos  abreviados  completos, 
intervendrán tres (3) jueces con funciones de revisión 
que  dictarán  por  escrito  la  resolución  dentro  de  los 
veinte  (20)  días  a  contar  desde  que  se  produjo  la 
celebración de la audiencia. En los demás supuestos, los 
jueces actuarán en forma unipersonal y deberán resolver 
oralmente y de inmediato, brindando los fundamentos al 
finalizar la misma.

Si la anulación es parcial, se indicará el 
objeto  concreto  del  nuevo  juicio  o  resolución.  Si  por 
efecto  de  la  resolución  debe  cesar  la  prisión  del 
imputado, se ordenará directamente la libertad. Cuando de 
la correcta aplicación de la ley resulte la absolución 
del procesado, la extinción de la acción penal, o sea 
evidente  que  para  dictar  una  nueva  sentencia  nono  es 
necesaria la realización de un nuevo juicio, el tribunal 
resolverá directamente sin reenvío. En estos casos, si la 
impugnación fue promovida por el fiscal o la querellante 
y fuera adversa para el imputado, éste podrá solicitar su 
revisión ante otros tres (3) jueces”.

Artículo 23.- Modifícase el artículo 241 de la ley P nº 5020, 
el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 241.- Reenvío.  Solo  en  los  casos  que  sea 
estrictamente  necesario,  se  procederá  al  reenvío, 
debiendo  ser  la  regla  la  resolución  del  tribunal 
interviniente.

Si se reenvía a un nuevo juicio, no podrán 
intervenir los jueces que conocieron del juicio anulado. 
Para  el  caso  de  corresponder  un  nuevo  juicio, 
previamente, un juez designado por el Foro respectivo, 
examinará las nuevas pruebas que se ofrezcan, actuando de 
modo  análogo  al  que  corresponde  en  la  audiencia  de 
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control  de  la  acusación.  Si  el  reenvío  procede  como 
consecuencia  de  un  recurso  del  imputado,  en  el  nuevo 
juicio no podrá aplicarse una pena superior a la impuesta 
en  el  primero.  Si  en  el  nuevo  juicio  se  obtiene  una 
segunda absolución, esta decisión no será susceptible de 
impugnación alguna”.

Artículo 24.- De forma.


